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En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los                Once                           días del mes de Septiembre  de dos mil siete, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes de la Pcia. de Buenos Aires, Dres. ROBERTO PEDRO SANCHEZ Y EMILIO ARMANDO IBARLUCIA, con la presencia del Secretario interino actuante, para dictar sentencia en el Expte Nº 107.289, en los autos: “FINGER DE MARCHETTO, CARLOTA  C/  FERRANDO DE FINGER G.  S/  JUICIO ORDINARIO”.-


La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esenciales de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del C.P.C.-


1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?


2ª.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Ibarlucía y Sanchez.-


VOTACION


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:


I.- Llegan estos autos a esta alzada para resolver la apelación contra la sentencia de fs. 911/19, deducida por la demandada, quien expresa agravios a s. 851/69, los que son contestados a fs. 870/74.

II.- La Sra. Carlota María Finger de Marchetto promovió demanda contra su madre Guillermina María Elena Ferrando de Finger, “con el objeto de determinar el monto y obtener el pago de los impuestos, tasas y expensas comunes que gravan los inmuebles”, de los cuales era titular con su hermano Carlos María Finger, y su madre gozaba de un usufructo vitalicio.. 

Individualizó los inmuebles (tres fracciones de campo en Bragado, una finca en la ciudad del mismo nombre y un departamento en la ciudad de Buenos Aires), y dijo que según informaban los organismos recaudadores (provincial y municipal), existía una deuda impositiva importante, además de la constituida por la falta de pago de las expensas del departamento de la Capital Federal – a punto de ser subastado -, y, dado que ignoraba si existían pagos o acogimientos a moratorias, se promovía la acción para que se determinara el saldo deudor y eventualmente el pago por la usufructuaria, dado que comprometía la titularidad de los bienes y la libre disponibilidad de la nuda propiedad. Agregó que pretendía contribuir a un ordenamiento productivo y administrativo, que permitiera el saneamiento financiero de los intereses de la accionada.

Contestó la demandada negando que hubiera deuda impositiva y que el juicio por expensas de Capital Federal estuviera en el estado denunciado. Dijo que no necesitaba el concurso de la actora para el ordenamiento productivo y administrativo de los bienes y que la situación era normal.

Expresó que junto a su esposo (luego fallecido) habían donado a sus hijos en septiembre de 1984 la totalidad de los bienes que poseían, reservándose el usufructo, pero que ello les había limitado el acceso al crédito. Añadió que su hijo Carlos María Finger era el administrador, y que los campos estaban arrendados a Pozo Pampa S.A., compuesta por el matrimonio Finger y sus hijos, siendo la actora directora.

Respecto del objeto de la demanda, dijo que para saber si existía deuda por impuestos y tasas, bastaba con pedir informes a los organismos pertinentes, no siendo necesaria la promoción del juicio, señalando que no había habido ningún requerimiento previo. Puntualizó: a) en relación a los impuestos bonaerenses, el 28/11/95 había regularizado la situación hasta la segunda cuota de ese período, y las restantes de 1995 y 1996 se abonarían con la regularización; b) respecto de las deudas municipales, que se acogerían al plan de reducciones y facilidades de pago implementado por la comuna; c) en relación al juicio de expensas, que había sido rechazado. Dijo también que el departamento de la Capital Federal era utilizado por la actora y su familia cuando viajaba y por los tres hijos de la misma que estudiaban en dicha ciudad.

Adujo que estaba entre sus facultades como usufructuaria regularizar las deudas como quisiera, que no había mora alguna de su parte, y que la actitud de la actora era configurativa de abuso del derecho.

Se sustanció el traslado de la documentación acompañada, la actora denunció el acogimiento al plan de facilidades de pago de la municipalidad de Bragado, y un hecho nuevo, que fue admitido.

Se produjo la prueba ofrecida, y presentados los alegatos, se dictó sentencia. La jueza  encuadró la demanda en una acción de rendición de cuentas, partiendo de la base de que el nudo propietario tenía interés legítimo en conocer la situación tributaria que afectaba a los bienes, como de exigir el pago de los impuestos y tasas para evitar el riesgo de una ejecución, por lo que, siendo inoficioso tratar el resto de las cuestiones planteadas, condenó a la accionada a rendir cuentas por vía incidental, con costas, habida cuenta de que había controvertido el derecho de la actora.

La actora se agravió, pidiendo la nulidad la sentencia por violar el principio de congruencia, dado que se había decidido fuera de lo pedido en la demanda. Dijo que nunca había negado ninguna información a la actora, reiterando lo sostenido en la contestación, y que no era administradora ni gestora, ni tenía intereses en común con la actora, motivo por el cual no estaba obligada a rendir cuentas. Se quejó de la imposición de costas, y expresó que la conducta de la actora constituía un abuso del derecho.

Contestados los agravios, a fs. 876/85 dictó sentencia esta Sala confirmando la sentencia, La accionada dedujo recurso de inaplicabilidad de ley, que fue acogido por la Suprema Corte a fs. 911/19, ordenando que se dictara un nuevo fallo con nueva  integración del tribunal de segunda instancia.

III.- 1.- Importante es puntualizar lo decidido por el alto tribunal de la provincia, dado que ello es determinante para discernir lo que ahora esta Sala debe resolver.

La Suprema Corte decidió que la sentencia de primera instancia, en tanto se apartó de lo pedido en la demanda, violó el principio de congruencia (arts. 34 inc. 4 y 163 inc. 6 C.P.C.C.), y que el usufructuario no era un administrador de los bienes en beneficio del nudo propietario, motivo por el cual era inaudible la proposición formulada por la actora en su escrito inicial, al decir que intentaba   “en forma promiscua contribuir a un ordenamiento productivo y administrativo, que comenzando por la base – como el pago de las cargas tributarias – permita el saneamiento financiero de los intereses de la accionada, permitiéndole percatarse que el ejercicio de su usufructo en la forma relatada, no ha sido eficiente e idóneamente realizado”. Resolvió, entonces, que se dictara un nuevo pronunciamiento que resolviera lo siguiente: a) la determinación de la existencia y cuantía de los impuestos, tasas y expensas comunes que gravan los inmuebles cuya nuda propiedad recae en cabeza de la accionante, y b) la procedencia de la condena a cumplir con las obligaciones impuestas por el art. 2894 del C.C..

2.- Ambas cuestiones requieren expedirse previamente acerca de si la actora – nuda propietaria de la mitad indivisa de los inmuebles - estaba legitimada para pedir   a la usufructuaria la determinación de la existencia y monto de la deuda por los conceptos indicados, y, en su caso, exigir el pago de la misma. Ello así porque la accionada ha cuestionado la procedencia del reclamo sobre la base de que el usufructuario no es no es un administrador de los bienes del nudo propietario, y, subsidiariamente,  que la petición constituía un abuso del derecho por parte de la actora en los términos del art. 1071 C.C..

2.1.- El primer argumento defensivo ha sido respondido por la Suprema Corte en su sentencia, al descartar que la demanda pudiera encuadrarse en un pedido de rendición de cuentas, dado que ningún encargo o administración, proveniente de la gestión como gestor o mandatario, puede atribuirse como obligación del usufructuario. Claramente ha dicho el alto tribunal que no reviste la demandada la condición de administradora de los bienes en beneficio o por cuenta del nudo propietario (fs. 917 y vta.).

Ahora bien, ello no quiere decir que la actora, en tanto nuda propietaria de los bienes, carezca de interés en saber si se están pagando impuestos y demás cargas que pesan sobre los mismos, dado que, obviamente, la deuda que al respecto pudiera acumularse, podría aparejar juicios de ejecución y el consiguiente riesgo de que se subasten los inmuebles. 

Si, como dice Borda (Tratado, “Derechos Reales”, 4ta. ed., Ed. Perrot, 1992, T. II, p. 83), el nudo propietario tiene derecho a impedir que el usufructuario realice actos de goce que alteren la sustancia de la cosa o se desvíen del destino económico que ella tiene, con mayor razón tiene derecho de impedir que la cosa pueda ser objeto de un acto de ejecución forzada. Y lo decisivo del tema es que el art. 2894 del C.C. pone en cabeza del usufructuario la obligación de pagar impuestos que pesen sobre los bienes usufructuados, entendiéndose que por tales deben considerarse comprendidos todos los impuestos ordinarios en sentido lato, incluidas las tasas municipales y otros similares, quedando excluidos los extraordinarios, que están a cargo del usufructuario y del propietario en forma proporcional (Mariani de Vidal, Marina, comentario a los arts. 2894 y 2895 del C.C., en Bueres-Highton, “Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial”, Hammurabi, Bs. As., 2004,  2da. ed., ps. 774/76).

En el caso, no se ha pedido un informe sobre deuda de impuestos o cargas extraordinarias (ni ha sido alegado por la accionada), de manera que se impone la respuesta afirmativa acerca de la legitimación de la actora para hacer el pedido, que incluye, en su caso, que se ordene a la demandada la regularización de la deuda que pudiere existir.

2.2.- Subsidiariamente planteó la accionada que la petición de la actora implicaba un ejercicio abusivo de su derecho en los términos previstos por el art. 1071 del C.C., - lo que surgía con nitidez de los hechos - y que, en consecuencia, no podía ser acogida.

Debemos analizar, entonces, los hechos expuestos en la contestación de demanda. Dijo la accionada que la actora y su hermana habían tenido el privilegio de ser beneficiarios de la donación por parte de sus padres, en febrero de 1984, de la nuda propiedad de todos los bienes, consistentes en aproximadamente  700 has. de campo en Bragado y dos propiedades urbanas, una en esta ciudad y la otra en el barrio norte de la ciudad de Buenos Aires, actitud de desprendimiento por parte del matrimonio Finger, que de esa forma se vieron privados de poder disponer de su patrimonio, consumiéndolo total o parcialmente en vida. Si bien conservaron el usufructo, también limitaron – manifestó – las posibilidades de buena explotación de los campos, dado que, al no ser propietarios, se vieron impedidos de acceder al crédito.

 
Expresó que, ya en vida del sr. Finger, padre de la actora, su hijo Carlos María Finger se ocupaba de la administración del campo, y arrendó el mismo a la sociedad Pozo Pampa S.A., compuesta por el matrimonio Finger y sus dos hijos, desempeñándose la actora como directora titular desde su fundación, percibiendo la demandada los arriendos, hechos éstos de obvio conocimiento de la actora. En tal sentido, adujo que a ésta, si quería saber el estado de los impuestos y otras deudas de los  inmuebles, le bastaba con preguntárselo a su madre y a su hermano, quienes vivían en la misma ciudad, en lugar de generar un inútil dispendio jurisdiccional. Solamente tendría sentido recurrir a la vía judicial en caso de negativa infundada de proporcionar la información.

Dicho ello, expresó que la situación del campo que usufructuaba no escapaba a la de todos los de la provincia en esa época. Es decir, las dificultades del sector habían hecho que se atrasara en el pago de los impuestos, pero que el 28/11/95 había regularizado el impuesto inmobiliario provincial y que las restantes cuotas de ese año y las del año 1996 (año de contestación de la demanda) serían abonadas en el marco de la regularización anunciada por el Ministerio de Economía de la provincia, y en relación a las tasas municipales, que se había acogido a un plan con reducciones y facilidades de pago, manifestando que su parte tenía todo el derecho de acogerse a planes beneficiosos por sus quitas y plazos de regularización.

Respecto del departamento de la calle Barrientos de la Ciudad de Buenos Aires – sobre el cual pesaba una deuda de expensas comunes -, expresó que siempre había sido utilizado por la actora y su familia en sus viajes a Buenos Aires, y en especial los tres hijos de ella vivían en el mismo, dado que cursaban estudios universitarios, siendo que la accionada nunca lo utilizaba, al punto de que ni siquiera paraba en dicho departamento cuando iba a la Capital Federal. En situación tal – alegó – el  reclamo en relación a este inmueble constituía el mejor ejemplo de la temeridad, malicia e ingratitud de la actora, sumado ello al pedido de medidas cautelares. Acompañó luego convenios de regularización de deuda con la Municipalidad (fs. 268/69). 

Como no podía ser de otro modo, se corrió traslado a la actora sólo de la documentación acompañada, expidiéndose   respecto de ello (fs. 283).

El planteo requiere en primer lugar tener en claro qué es el abuso del derecho que el reformador de 1968 incorporó en el art. 1071 del C.C.. En primer lugar insertó el calificativo “regular” al ejercicio de un derecho o al cumplimiento de una obligación legal como para que no pueda constituir como ilícito ningún acto. En segundo lugar, agregando un párrafo que expresamente prohíbe el ejercicio abusivo de los derechos, aclarando el alcance de ello con una doble directiva: “al que contraríe los fines que la ley tuvo en mira al reconocerlos”, y “al que exceda los límites impuestos por la buena fe, la moral y las buenas costumbres”.

La primera es una pauta objetiva, y la segunda es subjetiva, que no necesariamente deben darse en forma conjunta, ya que la interjección copulativa “o” entre ambas directivas despeja cualquier duda (Llambías, Cód. Civil Anotado, com. a art. 1071, p. 302; Borda, G., “La reforma del Código Civil. Abuso del derecho”, E.D. 29-723).

Llevadas estas premisas al caso de autos, no parece que el pedido de la actora acerca de la existencia y cuantía de la deuda impositiva y de otras cargas pudiera contrariar los fines de la ley cuando – como hemos – habilita al nudo propietario a actuar en defensa de sus intereses. Podría decirse que es abusivo iniciar una acción judicial sin un requerimiento previo extrajudicial, pero ello hace a la existencia o no de mora, tema que puede tener importancia para resolver la imposición de costas, pero, aún cuando no haya existido, no implica  en sí mismo un ejercicio abusivo del derecho.

Distinto es el caso de la pauta subjetiva del instituto, ya que no parece, en principio, acorde con una conducta ética promover una acción judicial para exigir contra quien ha sido el donante del bien del cual se es el nudo propietario, máxime si se trata nada menos que de la madre. La donación que el matrimonio Finger hiciera a sus hijos fue un anticipo de herencia (at. 1805 C.C.). Si no la hubieran hecho, los hijos ninguna acción hubieran tenido contra sus padres en relación  a sus bienes, dado que la ley prohíbe las acciones sobre herencias futuras (arts. 1175, 849, 1449 y 3311 C.C.), prohibición que tiene un evidente contenido moral. ¿Tan distinto puede ser el caso de los padres que  anticipan la  herencia a sus hijos? Es dudoso, pero está claro que la liberalidad queda desdibujada si los padres  se reservan el usufructo de los bienes y no pagan los impuestos y demás cargas que pesan sobre ellos, dado que, como dije antes, se corre el riesgo de pérdida de los mismos. Por ello considero que los hijos beneficiarios de la donación tienen derecho a exigir que no se llegue a tal instancia.

Pero ese derecho tiene que ejercerse con suma prudencia, sin perder de vista el origen o la causa por la cual devinieron nudos propietarios de los bienes. O sea, un acto de liberalidad, que ninguna obligación tenían los padres de hacer. En tal sentido no puedo perder de vista que en la demanda se pidió y obtuvo una medida cautelar, consistente en el embargo sobre los cultivos, y la designación de un veedor judicial para el momento de la recolección  (fs. 28vta./29, 31, 36/37 y ss.), que fue un evidente exceso injustificado. Tal medida nunca debió ordenarse, dado que,  como dice la sentencia de la Suprema Corte, la acción por estos autos promovida nunca pudo tener por objeto una ejecución, sino, en el mejor de los casos, condenar a la demandada a pagar (a terceros) las deudas que pesaran sobre los inmuebles, si es que las había. Lamentablemente no obtuvo resolución el incidente de levantamiento de medidas cautelares que se promovió (expediente que corre por cuerda), pero es evidente que cualquier medida cautelar tiene que tener por propósito asegurar el cumplimiento futuro de la sentencia que se dicte, y si el objeto de la demanda era el señalado, las cautelares pedidas eran totalmente improcedentes. Su pedido excedió largamente el fin de la ley en cuanto habilita al nudo propietario a informarse sobre el estado de las deudas que pesen sobre los bienes cuya nuda propiedad se tiene, y como tal, unido al ya señalado origen del usufructo, constituyó un ejercicio abusivo del derecho. Las medidas cautelares es el medio por el cual más de una vez se incurre en la figura proscripta por el segundo párrafo del art. 1071 C.C.. De ello se ha ocupado especialmente la doctrina (Balestro Faure, “La proscripción del abuso de los derechos procesales”; J.A. 2001-II-981, Carbone, Carlos, “”Abuso del proceso en las medidas cautelares y en los procesos diferenciados”, J.A. 2001-II-962; Peyrano, Guillermo, “Abuso de derechos procesales. Algunos interrogantes a su respecto”, J.A. 2001-II-981; y trabajos de Jore W. Peyrano, Juan Rambaldo, Roberto Berizonces y Beatriz Rufasa, en J.A. 2001-II). 

El denunciado ejercicio abusivo del derecho consistente en exigir el pago de las deudas que pesaban sobre el  departamento de la ciudad de Buenos Aires ya ha sido resuelto por la Suprema Corte en su sentencia (fs. 918vta.), y a ello debemos atenernos, so riesgo de incurrir en pronunciamientos contradictorios. Es decir, que en virtud de lo prescripto por el art. 2870 del C.C., la demandada usufructuaria, aún cuando hubiese cedido el uso a la actora y su familia, no puede dejar de cumplir las obligaciones impuestas por la ley. 

En definitiva, la actora tiene derecho a saber la situación de los impuestos, de las tasas, expensas comunes y demás cargas ordinarias que pesan sobre los inmuebles de los cuales tiene la nuda propiedad de la mitad indivisa, y, en su caso, de exigir que se paguen las mismas. Pero esto último no implica necesariamente que las deudas deban cancelarse íntegramente de un solo pago, máxime cuando, no teniendo la usufructuaria la propiedad de los bienes mal podría obtener créditos por medio de garantías hipotecarias o demostración de solvencia. De lo que se trata es de que se regularice la situación, y ello puede lograrse mediante convenios de pago con los entes acreedores.

Ahora bien, los jueces no pueden pasar por alto  los hechos constitutivos, modificativos o extintivos producidos durante la sustanciación del juicio, que tienen incidencia en la cuestión que se ventila  (art. 163 inc. 6ta., 2do. párr. C.Proc.). Y en tal sentido, sería absurdo dar por satisfecho el reclamo de información acerca de la situación impositiva y demás cargas de los inmuebles con los informes obrantes en autos, que datan de hace diez u once años (473/84, 486/87, 489, 499, 502/05, 621, y 675/735). A ello se suma que, según surge del escrito de  fs. 404, la actora dejó de ser propietaria de uno de las fracciones de  campo en diciembre de 1996.  Por ello, considero que debe ordenarse: a) que la demandada en el plazo de treinta días de notificada de la presente sentencia acredite con documentación respaldatoria el estado actual de las deudas, impositivas, de servicios y de expensas comunes que pesan sobre los inmuebles que sigan siendo de copropiedad de la actora; b) que en el caso de que registraren deudas no prescriptas, informe las fechas y modalidades en que se cancelarán las mismas.

IV.- Costas.

Si bien la accionada cuestionó el derecho de la actora ejercido por vía de la demanda promovida, entiendo que ello no implica automáticamente que tenga que hacerse íntegramente de las costas del proceso. Ello así porque no surge de autos que el requerimiento hubiese sido formulado antes de iniciarse el juicio. En otras palabras, la demandada no fue puesta en mora respecto de su obligación de suministrar la información (cuestión admitida por la actora en su alegato de fs. 764/66) , con lo que opera la primera excepción prevista por la última parte del inc. 1° del art. 70 del C.Proc..  En cuanto a la segunda excepción contemplada en esta norma, si bien al momento de promoverse la demanda, los inmuebles registraban deudas,  la accionada ha brindado explicaciones atendibles. En el caso del departamento de Capital Federal, que la actora y los miembros de su familia lo utilizaban, de manera que era lógico que pagaran las expensas y los servicios. Esto ha sido probado (denuncia de hecho nuevo de fs. 343, admitido a fs. 383, , test. de fs. 594/97, 607 y 748, y absolución de posiciones de fs. 261/63 del incid. de levantamiento de medidas cautelares), y entiendo que, si bien desde el punto de vista jurídico la demandada debía hacerse cargo de tales cargas (conf. sentencia de la S.C.B.A. a fs. 918vta.), era esperable que supusiera que quienes utilizaban el inmueble los afrontaran. Y en cuanto a las deudas por tasas e impuestos de los otros inmuebles, la accionada dijo que se había acogido – o estaban en miras de hacerlo – a planes de facilidades de pago, cuestión acreditada en autos (fs. 304, 675/735, 268, 552).  

Por tales razones, sumado al ya señalado comportamiento abusivo en el pedido de medidas cautelares, entiendo que las costos deben imponerse por su orden en ambas instancias (arts. 68 2do. párr. y 70 inc. 1 C.P.C.C.).

Por lo expuesto, con el alcance propuesto, VOTO POR LA NEGATIVA.-

El señor Juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emite su voto en el mismo sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:

De acuerdo a la forma en que ha quedado votada la cuestión anterior, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1°.- Revocar la sentencia de fs. 911/19, y ordenar : a) que la demandada en el plazo de treinta días de notificada de la presente sentencia acredite con documentación respaldatoria el estado actual de las deudas, impositivas, de servicios y de expensas comunes que pesan sobre los inmuebles que sigan siendo de copropiedad de la actora; b) que en el caso de que registraren deudas no prescriptas, informe las fechas y modalidades en que se cancelarán las mismas.

2°.- Imponer las costas de ambas instancias por su orden.

ASI LO VOTO.-


El señor Juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emite su voto en el mismo sentido.-

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente:


S  E  N  T  E  N  C  I  A 

Y VISTOS:


                  CONSIDERANDO:


Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales, ha quedado resuelto que la sentencia apelada debe ser revocada.

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede, SE RESUELVE: 

1°.- REVOCAR la sentencia de fs. 911/19, y ordenar : a) que la demandada en el plazo de treinta días de notificada de la presente sentencia acredite con documentación respaldatoria el estado actual de las deudas, impositivas, de servicios y de expensas comunes que pesan sobre los inmuebles que sigan siendo de copropiedad de la actora; b) que en el caso de que registraren deudas no prescriptas, informe las fechas y modalidades en que se cancelarán las mismas.

2°.- IMPONER las costas de ambas instancias por su orden. NOT. Y DEV.-

Firman: Dr. Roberto P. Sanchez  -  Dr. Emilio A. Ibarlucía

               Ante mi, Ramiro J. Tabossi.-
